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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

DERECHO CIVIL / CONTRATO DE COMPRAVENTA / LESIÓN ENORME / CARGA DE PRUEBA / VALORACIÓN PROBATORIA

LESION ENORME – Para su prosperidad no se requiere que exista promesa de compraventa. 
… La existencia de documento contentivo de la promesa de compraventa no es un requisito para la prosperidad de la lesión enorme; debe demostrarse es el precio pactado y el justo, adelante se analizará este

último.

Así recuerda la doctrina jurisprudencial de la CSJ (2023)20, en criterio acogido por esta Sala de tiempo atrás (2019)21, al señalar: “(…) Desde su propio hontanar, es presupuesto axial de la lesión aquella conducta de vender «por menor precio una cosa de precio mayor»22. Su «concepto implica necesariamente una comparación entre dos cifras: el precio contratado y la del precio justo.»

OPORTUNIDADES PROBATORIAS – Únicamente son objeto de valoración las pruebas regular y oportunamente allegadas.

A voces del artículo 227, CGP, la parte que aspire a incorporar un dictamen tiene la carga de arrimarlo [art.226, CGP] y en el respectivo momento procesal, atendiendo la preceptiva genérica del artículo 164: “Toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso.”. En tratándose de la parte demandada esa procedencia es al contestar la demanda.

… En este caso, si bien el demandado DASC (en el acápite 3.2. ya se dijo que se tuvo por no contestada la demanda por doña CLRL) allegó ese medio probatorio lo cierto es que en el decurso procesal se excluyó y se denegó uno nuevo, mediante decisión que quedó en firme (ib., pdf No.063 y archivo No.065, tiempo 00:05:27 a 00:14:45), es decir, la parte que pudo controvertirla omitió recurrir. La disconformidad debió relievarse en la fase de aportación o decreto probatorio y no esta etapa que es de estimación de aquellas legítimamente acopiadas.

… En esas condiciones, es inviable discutir una pretermisión valorativa cuando ni siquiera el medio echado de menos se incorporó al cúmulo suasorio. No se debatió la inadmisión por mera liberalidad de los interesados; menos puede predicarse un desequilibrio entre las partes, cuando los recurrentes tuvieron su oportunidad y la desperdiciaron.
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SC-0017-2025
Asunto
: Sentencia de segundo grado - Civil
Proceso
: Verbal - Lesión enorme
Demandantes
 : NCZ y SJVF 
Demandados
 : CLRL y DASC 
Procedencia
 : Juzgado 3° Civil del Circuito de Pereira, R. Radicación
: 66001-31-03-003-2022-00413-01 (3958) Temas
: Requisitos – Prueba – Precio
Mg. sustanciador : Duberney Grisales Herrera 
Aprobada en sesión: 223 de 19-05-2025

Diecinueve (19) de mayo de dos mil veinticinco (2025).
1. EL ASUNTO POR DECIDIR
La apelación de los demandados contra la sentencia del día 09-04-2024
(expediente recibido el 17-06-2024).
2. LA SÍNTESIS DE LA DEMANDA
2.1. LOS HECHOS RELEVANTES. Las actoras compraron a doña CLRL el cincuenta por ciento (50%) del inmueble con matrícula 290-78544 mediante escritura pública No.688 de 25-02-2020 por $19.000.000, aunque en realidad se pactó en $325.000.000, de los cuales adeudan $50.000.000, respaldado con pagarés. A la fecha las adquirentes han pagado $28.800.000
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por concepto de intereses. El justo precio de la cuota parte adquirida debió ser $154.587.249 según avalúo comercial.
La negociación se realizó con el demandado DASC quien se presentó como socio de la propietaria (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01Principal, pdf No.002, folios 1-8).
2.2. LAS PRETENSIONES. (i) Declarar que las actoras sufrieron lesión enorme en la citada compraventa; (ii) Ordenar la restitución del exceso del precio pagado equivalente a $120.412.751, cifra indexada y aumentada en una décima parte; (iii) Exonerar a las demandantes de cualquier pago, incluso, el valor representado en los pagarés No.79577643 y 80862127 suscritos a favor de doña CLRL; (iv) Disponer la devolución de $28.800.000 monto pagado por intereses; y, (v) Condenar en costas a los demandados (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01Principal, pdf No.002, folios 8-9).
3. LA DEFENSA DE LA PARTE PASIVA
3.1. DASC (DEMANDADO). Contestó en forma conjunta con la otra demandada. Admitieron la compraventa, el precio fijado en la escritura pública, los abonos, entre otros hechos. Refutaron el precio y rechazaron el avalúo comercial. Se opusieron a las pretensiones sin formular excepciones (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01Principal, pdf No.038, folios 7-15).
3.2. CLRL (DEMANDADA). Su respuesta se declaró extemporánea con proveído de 01-03-2023 en firme (ibidem, pdf No.046).
4. EL RESUMEN DE LA SENTENCIA APELADA
En la parte resolutiva y según aclaración: (i) Declaró la lesión enorme; (ii)
Ordenó a los demandados restituir la suma de $146.454.026,10 como valor
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pagado en exceso como precio, incrementado en una décima parte e indexado, menos el saldo; (iii) Cancelar la cautela luego de pagado el dinero; y, (iv) Condenó en costas a los demandados, fijó las agencias.
Estimó reunidos los presupuestos de la lesión, conforme el peritaje presentado al demandar. El trabajo tiene suficiente poder suasorio, mientras que la experticia de los demandados no pudo apreciarse ante la falta de inscripción del perito, a la época de la demanda, respecto a bienes rurales (ibidem, pdf No.63 y audiencia en pdf No.066, tiempo 00:32:10 a 00:56:32).
5. LA SÍNTESIS DE LA APELACIÓN
5.1. LOS REPAROS CONCRETOS (DEMANDADOS). (i) y (iv) El precio no quedó pactado ni probado; (ii) y (v) El peritaje base de la sentencia tiene inconsistencias y es incompleto; y, (iii) Reprochó la negativa a una experticia que quiso aportar la parte demandada (ibidem, pdf No.067).
5.2. LA SUSTENTACIÓN. Durante el traslado de la Ley 2213, los recurrentes aportaron en tiempo y por escrito la argumentación de sus reparos (carpeta 02Segundainstancia, pdf No.035). Se expondrán al resolver.
6. LA FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA PARA DECIDIR
6.1. LOS PRESUPUESTOS DE VALIDEZ Y EFICACIA PROCESAL. La ciencia procesal
mayoritaria1 en Colombia los entiende como los presupuestos procesales. Otro sector (2024)2-3 los denomina como en este epígrafe, pues se acompasa

1 DEVIS E., Hernando. El proceso civil, parte general, tomo III, volumen I, 7ª edición, Bogotá DC, Diké, 1990, p.266.
2 LÓPEZ B., Hernán F. Código General del Proceso, parte general, 3ª edición, Bogotá, Tirant lo Blanch, 2024, p.892.
3 ROJAS G., Miguel E. Lecciones de derecho procesal, procedimiento civil, tomo 2, ESAJU, 2020, 7ª edición, Bogotá, p.468.
EXPEDIENTE  No.2022-00413-01
mejor a la sistemática procesal nacional. La demanda es idónea y las partes aptas para intervenir.
6.2. LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. En múltiples decisiones se ha dicho que este estudio es oficioso (2023)4. Diferente es el análisis de prosperidad de la súplica.
Ha reiterado esta Magistratura que para el examen técnico de este aspecto es imprescindible definir la modalidad de la pretensión postulada en ejercicio del derecho de acción5, llamado ahora tutela judicial efectiva, para luego constatar quiénes están habilitados por el derecho positivo para elevarla y quiénes para resistirla; es decir, esclarecida la súplica se determina la legitimación para obrar por activa y pasiva.
Está cumplida en el extremo activo y parcialmente en el pasivo, tal como pasará a explicarse. Aspiran las demandantes a que se declare la lesión enorme de la compraventa y se restituya el precio pagado en exceso.
6.2.1. POR ACTIVA. Las actoras están facultadas al figurar como compradoras del cincuenta por ciento (50%) del inmueble con matrícula 290-78544 mediante escritura pública No.688 de 25-02-2020 de la Notaría Única (actualmente 1ª) del Círculo de Dosquebradas (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.008).
6.2.2. POR PASIVA. También la demandada CLRL al ser la vendedora en el mencionado negocio jurídico.
No sucede igual con don DASC pues aun cuando admitió al

4 CSJ, Civil. Sentencias: (i) 14-03-2002, MP: Castillo R.; (ii) 23-04-2007, MP: Díaz R.; No.1999-00125- 01; (iii) 13-10-2011, MP: Namén V., No.2002-00083-01; (iv) SC-1182-2016, reiterada en SC-16669-2016,
SC-592-2022 y SC-119-2023; (iv) TS. Pereira, Sala Civil – Familia. Sentencia del 29-03-2017; MP: Grisales H., No.2012-00101-01.
5 En el mismo sentido SC-0070-2021 de este Tribunal. La dogmática procesalista tiene esclarecido que la acción no se clasifica, sí la pretensión: (1) ROJAS G., Miguel E. Ob. cit., p.107. También: (2) LÓPEZ B., Hernán F. Ob. cit., p.286; (3) RICO P., Luis A. Teoría general del proceso, 3ª edición, Leyer SA, Bogotá DC, 2013, p.263.
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contestar (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.038, folios 7-15) ser el compañero permanente de la otra demandada y las demás calidades invocadas (socio, poseedor u administrador del predio) al demandar (ibidem, pdf No.002, folios 6 y 7, hechos 19°, 21° a 23°). Ninguna de ellas lo legitima.
La súplica debatida puede ser invocada por cualquiera de las partes en el negocio jurídico y por terceros relativos (20166), según enseña el derecho judicial, pero lo cierto es que ni siquiera ser compañero permanente encuadra en esta última categoría, pues no estamos en el eventual escenario de una disolución de la sociedad patrimonial de hecho. En suma, se declarará su falta de legitimación.
6.3. EL PROBLEMA JURÍDICO POR RESOLVER. ¿Se debe revocar la sentencia estimatoria proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, R., según la apelación de los demandados; o debe confirmarse o modificarse?
6.4. La resolución del problema jurídico
6.4.1. Los límites de la apelación impugnaticia. En esta sede se definen por los temas objeto del recurso, patente aplicación del modelo dispositivo del proceso civil nacional [arts.320 y 328, CGP]; se reconoce hoy como la pretensión impugnaticia7, novedad de la nueva regulación procedimental del CGP, según la literatura especializada, entre ellos el doctor Forero S.8. El profesor Bejarano G.9, discrepa al entender que contraviene la tutela judicial efectiva, de igual parecer Quintero G.10, mas esta Magistratura disiente de esas

6 CSJ. SC1182-2016.
7 ÁLVAREZ G., Marco A. Variaciones sobre el recurso de apelación en el CGP, En: INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO PROCESAL. Código General del Proceso, Bogotá DC, editorial, Panamericana Formas e impresos, 2018, p.438-449.
8 FORERO S., Jorge. Actividad probatoria en segunda instancia, En: ICDP. Memorias del XXXIX Congreso de derecho procesal en Cali, Bogotá DC, editorial Universidad Libre, 2018, p.307-324.
9 BEJARANO G., Ramiro. Falencias dialécticas del CGP, En: ICDP. Memorial del Congreso XXXVIII en Cartagena, editorial Universidad Libre, Bogotá DC, 2017, p.639-663.
10 QUINTERO G., Armando A. El recurso de apelación en el nuevo CGP: un desatino para la justicia colombiana [En línea]. Universidad Santo Tomás, revista virtual: via inveniendi et iudicandi, julio- diciembre
2015
[Visitado
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Disponible
en
internet: https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/6132861.pdf
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opiniones, que son minoritarias.
Acoge la aludida restricción, de manera pacífica y consistente, esta Corporación en múltiples decisiones, por ejemplo, las más recientes: de esta misma Sala y de otra11. En la última sentencia mencionada, se prohijó lo argüido por la CSJ en 201712, eso sí como criterio auxiliar, ya en decisiones posteriores y más recientes, la CSJ13 (2023), en sede de casación reiteró la tesis de la referida pretensión. El profesor Parra B.14, arguye en su obra (2021): “Tiene como propósito esta barrera conjurar que la segunda instancia sea una reedición de la primera y se repita esta innecesariamente. Además, respeta los derechos de la contraparte, pues esta se atiene a la queja concreta.” De igual parecer Sanabria Santos15 (2021).
Ahora, también son límites para la resolución del caso, el principio de congruencia como regla general [art.281, ibidem]. Las excepciones, es decir, aquellos temas que son revisables de oficio son los asuntos de familia y agrarios [art.281, parágrafos 1º y 2º, ibidem], aquellas declarables de oficio [art.282, ibidem], los presupuestos procesales16 y sustanciales17, las nulidades absolutas [art. 2º, Ley 50 de 1936], las prestaciones mutuas18, las costas procesales19 y la extensión de la condena en concreto [art.283-2, CGP], entre otros. Por último, la competencia es panorámica cuando ambas partes recurren en lo que les fue desfavorable [art.328, inciso 2º, CGP].
6.4.2. EL CASO CONCRETO. Los cuestionamientos se sintetizan como sigue (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01Principal, pdf No.067 y carpeta 02SegundaInstancia, pdf No.035):

11 TS, Civil-Familia. Sentencias del (i) 19-06-2020; MP: Grisales H., No.2019-00046-01 y (ii) 04-07-2018; MP: Saraza N., No.2011-00193-01, entre muchas.
12 CSJ. STC-9587-2017.
13 CSJ. SC-2351-2019; SC-3148-2021; SC-1303-2022 y SC-396-2023.
14 PARRA B., Jorge. Derecho procesal civil, 2ª edición puesta al día, Bogotá DC, Temis, 2021, p.403.
15 SANABRIA S., Henry. Derecho procesal civil, Universidad Externado de Colombia, Bogotá DC, 2021, p.703 ss.
16 CSJ, SC-6795-2017. También sentencias: (i) 24-11-1993, MP: Romero S.; (ii) 06-06-2013, No.2008-
01381-00, MP: Díaz R.
17 CSJ. SC-1182-2016, reiterada en la SC-16669-2016.
18 CSJ, Civil. Sentencia del 15-06-1995; MP: Romero S., No.4398.
19 LÓPEZ B., Hernán F. Ob. cit., p.970.
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REPAROS Nos.1° y 4°. SÍNTESIS. Dejó de probarse el negocio entre las partes, sus condiciones, en especial el precio y la forma de pago. Es inexistente documento - promesa de compraventa - que las contenga, cuando es instrumento indispensable para determinar la lesión reclamada; tampoco ayudaron en ese esclarecimiento los demás escritos aportados ni los interrogatorios de las partes, incluso aludieron un monto que incluía mejoras.
El precio de $325.000.000 señalado por las actoras no aparece estipulado en ninguna parte, la escritura se realizó conforme el avalúo catastral del año 2020 que equivalía a $19.000.000 para la cuota parte vendida. Así las cosas, las actoras desatendieron su carga probatoria.
En suma, no existe claridad sobre los montos a pagar por los demandados, a la calenda de la sentencia las demandantes adeudan dinero y el vehículo entregado en forma de pago no ha podido legalizarse por culpa de ellas.
REPAROS Nos.2° Y 5°. SÍNTESIS. El fallo se basó en peritaje aportado con la demanda, practicado por Carlos A. Silva D., sin considerar que tiene varias e importantes inconsistencias, omitidas a pesar de haber sido puestas de presente por el extremo pasivo tanto en el trámite de las pruebas como en los alegatos.
Los yerros son: (i) El peritaje refiere en el folio 4 y en el título de avalúo comercial que fue calculado para junio de 2019 sin contar con las mejoras en
$152.137.830; (ii) En la audiencia de contradicción el experto señaló que esa apreciación se hizo para el año 2020 porque fue la fecha de negociación, cuando eso no es verdad, se hizo en 2019 y se suscribió escritura el año siguiente. Estos dos (2) puntos evidencian que el perito mintió, muestran su error, perjudicial para los demandados.
En aquellos años son muy diferentes los precios del mercado, además, es inexplicable que omitiera tasar las mejoras y su antigüedad, las hubo entre
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esas anualidades y las fotos que suministró muestran su existencia; en la audiencia la funcionaria ni siquiera preguntó al experto por qué no las tasó. El avalúo debió considerar las reglas valuatorias que disponen la apreciación independiente del lote, las construcciones, las mejoras, los cultivos, el transformador que había para 2020, también, para el 2022 cuando se hizo ese trabajo.
Estas falencias traen como consecuencia un enriquecimiento ilícito a favor de las demandantes y su correspondiente detrimento patrimonial para los demandados, máxime cuando aquellas se han beneficiado de las mejoras por casi cuatro (4) años ya que privaron a estos del usufructo.
En suma, la decisión no debió fundarse en este medio probatorio o por lo menos es inútil para declarar la lesión enorme. Las actoras son abogadas, asesoradas por el esposo de una de ellas que también lo es y mal pueden alegar ahora desconocer este tipo de negociaciones.
REPARO No.3°. SÍNTESIS. La primera instancia optó por excluir la pericia presentada por los demandados porque el perito carecía de inscripción como avaluador rural para el 17-08-2021, ante lo cual ese extremo pidió examinar otro dictamen que podría presentar, pero se le impidió con la excusa de no ser el momento procesal. Hay un defecto fáctico por valoración defectuosa de las pruebas; la estimación fue errada, no se demostró el valor real de la negociación, es inviable la lesión enorme reconocida.
6.4.3. LOS TEMAS PARA RESOLVER. Según la censura, el orden metodológico de puntos para resolver será: (i) La acreditación del precio de la compraventa;
(ii) La apreciación de los peritajes presentados y el valor real del inmueble para aquel momento.
TEMA 1°. Infundado. La existencia de documento contentivo de la promesa de compraventa no es un requisito para la prosperidad de la lesión enorme; debe demostrarse es el precio pactado y el justo, adelante se analizará este
último.
Así recuerda la doctrina jurisprudencial de la CSJ (2023)20, en criterio acogido por esta Sala de tiempo atrás (2019)21, al señalar: “(…) Desde su propio hontanar, es presupuesto axial de la lesión aquella conducta de vender «por menor precio una cosa de precio mayor»22. Su «concepto implica necesariamente una comparación entre dos cifras: el precio contratado y la del precio justo.»23 (…)” y, en ese mismo sentido refiere (2022)24:
… En ese orden, objetivamente, el precio convenido y el justo precio, todo obviamente para la época de la compraventa, o de la promesa de celebrarla, en el evento de que ésta preceda a aquélla, como lo ha precisado la jurisprudencia, constituyen los elementos a confrontar en pos de establecer si existe la desproporción en la magnitud aludida, porque al fin de cuentas el sustrato de la acción radica en evitar un recíproco e injusto empobrecimiento y enriquecimiento de las partes» (CSJ SC, 16 may. 2008, rad. 1995- 01977-01; reiterada en CSJ SC, 14 jun. 2013, rad. 2009-00084-01). Cursivas propias, subrayas y coloración de esta Sala.
Las actoras demostraron el precio acordado con la escritura pública, así como el comercial con el peritaje; la falta de una promesa de compraventa no es exigencia para el fin querido.
En todo caso, sobre el precio de $325.000.000 alegado (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01Principal, pdf No.002, folio 3, hecho 3°), en efecto no consta por escrito y aunque los demandados al contestar pretendieron refutarlo (carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01Principal, pdf No.038, folio 7, respuesta a hecho 3°) al contrario afirmaron que el monto era superior ($390.000.000, carpeta 01PrimeraInstancia, carpeta C01Principal, pdf No.038, folio 8, respuesta a hecho 6°) y, en el mismo sentido, señaló don DASC al absolver su interrogatorio (ibidem, pdf No.057, enlace 2° en pdf No.058, desde tiempo 01:46:50).

20 CSJ. SC-437-2023.
21 TS, Civil-Familia. Sentencia de 02-12-2019; MP: Grisales H., No.2010-00405-01.
22 Código de Justiniano. Libro IV. Título XLIV. 2. García del Corral, I. Cuerpo del Derecho Civil Romano. Molinas, Barcelona, 1898, pág. 508. Fórmula, renombrada como “lex Secunda”, valga aclarar, también reconocida como su “hontanar mismo”. Baldwin, J. The medieval theories of the just price. Transactions of the American Philosophical Society. New series, vol. 49, N° 4. Philadelphia, 1959, pág. 22.
23 CSJ. S. de N. G. 17 abr. 1936. G.J. T. XLIII, pág. 886.
24 CSJ. SC-948-2022.
TEMA 2°. Fracasa. El justo precio quedó acreditado con el peritaje arrimado por la parte demandante. No hubo indebida apreciación de la peritación aparejada por la contraparte.
EL DICTAMEN DE LAS DEMANDANTES (carpeta 01Primerainstancia, carpeta C01Principal, pdf No.007 y contradicción surtida en audiencia de instrucción y juzgamiento, pdf No. 063, tiempo 00:36:15 a 01:58:40). Como fue incorporado en vigencia del CGP, todo su trámite quedó gobernado por las reglas de tal régimen.
Fue realizado por Carlos A. Silva Diaz, ingeniero industrial y especialista en derecho urbano, con experiencia de dieciséis (16) años, inscrito en el Registro Abierto de Avaluadores – RAA (ibidem, pdf No.007, folio 28). La pericia se allana a los requisitos del artículo 226, CGP (ibidem, pdf No.007, folio 33 y ss). Ningún demérito hay en su existencia y validez, subsigue examinar su poder de convicción respecto al tema de prueba en el caso concreto al tenor de las censuras achacadas en la impugnación.
Las críticas relucen insuficientes para menguar su mérito demostrativo, habida cuenta de que se hallan infundadas, según el análisis que sigue.
El trabajo en ninguna parte alude a que la tasación se haya elaborado en el año 2019, con claridad afirma que fue para febrero de 2020, así se indica al fijar el valor estimado (ibidem, pdf No.007, folio 4), en el acápite de avalúo comercial (ib., pdf No.007, folio 20) y, en idéntico sentido, señaló el experto en la fase de contradicción (ib., pdf No.063 y archivo No.065, tiempo 00:58:07). De esa manera ninguna diferencia o variación podría achacarse en el cambio de anualidades afirmado en el recurso.
Ahora, asiste razón a los recurrentes en cuanto a que en el avalúo comercial fijado por escrito se señaló que el valor de $154.587.249 no comprendía las mejoras (ib., pdf No.007, folio 21), sin embargo, en las explicaciones rendidas
por el experto en audiencia se esclareció (ib., pdf No.063 y archivo No.065, tiempo 01:34:01 y 01:41:15) que la tasación corresponde al inmueble con las mejoras existentes (levantamiento de muros y piscina) para el año 2020, fecha de la celebración de la compraventa, según la descripción y las fotos (ib., pdf No.007, folio 14) que se tenían de aquel momento y que obran en la pericia.
De esa manera, escrutado el trabajo en su integridad, el informe escrito y la versión en la contradicción, brota patente que persuade sobre su finalidad: el precio comercial para la época del contrato tildado de lesivo, en razón a que se aviene a los postulados del artículo 232, CGP, que es la regla aplicable para su debida ponderación, prescribe estimar la sana crítica, sus fundamentos y las calidades del perito.
En efecto, la probanza fue elaborada por profesional calificado para el avalúo de inmuebles rurales, acorde con las condiciones que tenía el que es objeto del proceso para la época del contrato (Febrero de 2020, ib., pdf No.008), aquel cuenta con amplia trayectoria en justipreciar predios; el trabajo es claro en sus premisas y conclusiones; luce detallado porque se esmera en fundamentar cada una de las inferencias, está soportado en las reglas de la materia; desde luego que es pertinente o relevante, lícito y útil; en suma, está dotado de precisión y calidad.
En resumen, en ningún reproche pudo incurrir la juzgadora al valorar la pieza probatoria reseñada, tuvo soporte en prueba idónea para el éxito de la pretensión recabada, que permitió comparar el precio justo para el tiempo de la celebración del convenio, como orienta la doctrina nacional (2024)25.
EL DICTAMEN DE LA PARTE DEMANDADA (ib., pdf No. 038, folios 21-75). En esencia se cuestiona que dejara de apreciarse y que se negara la oportunidad para presentar uno nuevo.

25 DURÁN U. Juan C. Apuntes y casos de derecho contractual general colombiano. Introducción, formación, eficacia, vigencia, incumplimiento y extinción, Bogotá DC, Tirant lo Blanch, 2024, p.250.
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Las normas procesales son de orden público y de obligatorio cumplimiento [art.13º, CGP] y en esa línea de pensamiento los términos procesales son perentorios e improrrogables [art.117, CGP], entonces, deben cumplirse acuciosa y eficazmente, tanto por quienes administran justicia, como por los justiciables, según enseña la doctrina constitucional26.
En ese contexto y bajo el entendido de que el debido proceso es un derecho de rango fundamental, según el cual toda persona tiene derecho a determinadas garantías mínimas, es preponderante tener definidos los momentos procesales con que se cuenta, y más precisamente, las oportunidades para actuar, porque su desatención implica para el descuidado la aplicación del principio de preclusividad27, también llamado de eventualidad28, que consiste en que, una vez superado un estadio procesal, es imposible retrotraerse al anterior. Este es un razonable postulado que procura que el proceso sea eficaz para la resolución de los conflictos.
El mentado derecho es una garantía para las partes y desarrollo del debido proceso, anota el profesor Cabrera A.29: “(...) constituye una garantía para las partes, por cuanto cada una de ellas tiene certeza de que si expiró una etapa o un término sin que la otra hubiere realizado determinado acto que debía llevar a cabo en esa ocasión, ya no podrá ejércelo más adelante (…)”.
Todo lo anterior, para resaltar que el operador jurídico (no solo judicial) está sometido al imperio del sistema positivo, postulado que genera seguridad para todos los intervinientes, por eso debe velar por el cumplimiento de todas las etapas del trámite, en la forma en que fueron establecidas y dentro de las oportunidades, así señala la CC30, al indicar:
De igual forma, EL CUMPLIMIENTO DE LOS TÉRMINOS DESARROLLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA QUE DEBE GOBERNAR LOS PROCESOS Y
ACTUACIONES JUDICIALES pues, si bien todas las personas tienen

26 CC. C-012 de 2002.
27 RAMÍREZ G., José F. Principios constitucionales del derecho procesal colombiano, investigación en torno a la Constitución Política de 1991, Medellín, A., Señal editora, 1999, p.234.
28 LÓPEZ B., Hernán F. Ob. cit., p.111.
29 CABRERA A., Benigno H. Teoría General del Proceso y de la prueba, Bogotá, Librería Jurídica Wilches, 1988, p.29.
30 CC. C-012 de 2002.
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derecho a acceder a la administración de justicia, ellas están sujetas a una serie de cargas procesales, entre las cuales se resalta la de presentar las demandas y demás actuaciones dentro de la oportunidad legal, es decir, acatando los términos fijados por el legislador. Sublínea y versalitas, fuera de texto original.
A voces del artículo 227, CGP, la parte que aspire a incorporar un dictamen tiene la carga de arrimarlo [art.226, CGP] y en el respectivo momento procesal, atendiendo la preceptiva genérica del artículo 164: “Toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso.”. En tratándose de la parte demandada esa procedencia es al contestar la demanda.
En este caso, si bien el demandado DASC (en el acápite 3.2. ya se dijo que se tuvo por no contestada la demanda por doña CLRL) allegó ese medio probatorio lo cierto es que en el decurso procesal se excluyó y se denegó uno nuevo, mediante decisión que quedó en firme (ib., pdf No.063 y archivo No.065, tiempo 00:05:27 a 00:14:45), es decir, la parte que pudo controvertirla omitió recurrir. La disconformidad debió relievarse en la fase de aportación o decreto probatorio y no esta etapa que es de estimación de aquellas legítimamente acopiadas.
En esas condiciones, es inviable discutir una pretermisión valorativa cuando ni siquiera el medio echado de menos se incorporó al cúmulo suasorio. No se debatió la inadmisión por mera liberalidad de los interesados; menos puede predicarse un desequilibrio entre las partes, cuando los recurrentes tuvieron su oportunidad y la desperdiciaron.
Desatinado sería que, precluida la oportunidad para la aportación de las pruebas, se abriera un nuevo momento por las falencias que pudieran presentar aquellas, pues se conculcaría sin más el debido proceso en desmedro de la seguridad jurídica que salvaguarda.
7. LAS DECISIONES FINALES
Se (i) Confirmará en su integridad la sentencia apelada acrecida con las razones discernidas en esta providencia; (ii) Adicionará para declarar la legitimación por pasiva de DASC; y, (iii) Condenará en costas, en esta instancia, a la demandada por fracasar en su alzada [art. 365-3º, CGP].
La liquidación de costas será en primera instancia [art.366, CGP], las agencias en esta sede se fijarán en auto posterior y no en esta providencia porque tal novedad desapareció del CGP [art.365-1º, CGP].
En mérito del discernimiento anterior, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA, SALA DE DECISIÓN CIVIL – FAMILIA, administrando
Justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
F A L L A,
1. CONFIRMAR el fallo del 09-04-2024 del Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, R., en lo que fue materia de apelación.
2. ADICIONAR el fallo apelado para declarar falta de legitimación por pasiva del señor DASC
3. CONDENAR en costas en esta instancia, a la parte pasiva, y a favor de la parte activa. Se liquidarán en primera instancia y la fijación de agencias de esta sede, se hará en auto posterior.
4. DEVOLVER el expediente al juzgado de origen, por conducto de la Secretaría.
Notifíquese,
DUBERNEY GRISALES HERRERA
MAGISTRADO
EDDER JIMMY SÁNCHEZ C.
JAIME A. SARAZA N.
M A G I S T R A D O
M A G I S T R A D O
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